
 

ESTUDIOS PREVIOS  

De conformidad con lo previsto el Artículo 2.2.1.1.2.1.1. Del Decreto 1082 de 2015, ley 
1150 de 2007 y demás normas concordantes, se realiza el presente estudio para iniciar el 

trámite de selección de contratista mediante la modalidad de mínima cuantía 
 

ASUNTO: “INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y 

AMBIENTAL AL CONTRATO QUE TIENE POR OBJETO INSTALACIÓN DE 
ESTUFAS EFICIENTES FIJAS PARA FAMILIAS RURALES EN EL MUNICIPIO DE 

SAN ANDRÉS DE CUERQUIA” 
 

1.- DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE LA ENTIDAD ESTATAL PRETENDE 
SATISFACER CON EL PROCESO DE CONTRATACIÓN. 
 
Aproximadamente tres mil millones de personas en su mayoría provenientes de 
países en desarrollo que cuentan con ingresos que oscilan entre medianos y bajos, 
dependen de los combustibles sólidos como fuente de energía para la cocción de los 
alimentos (Clean Cooking Alliance, s.f.) en fuegos abiertos o fogones de tres piedras, 
ineficientes y que, junto a las condiciones de mala ventilación, favorecen la 
acumulación del humo procedente de su combustión y que está intrínsecamente 
relacionado con la producción de partículas pequeñas (hollín) y contaminantes en 
niveles muy por encima de los aceptables como monóxido de carbono, óxidos de 
nitrógeno, benceno, butadieno, formaldehído, hidrocarburos poli-aromáticos y 
muchos otros productos químicos perjudiciales para la salud (Organización Mundial 
de la Salud, 2021). 
 
Lo anterior, se vuelve crítico cuando cifras como las expresadas por la OMS 
evidencian que cada año, cerca de 4 millones de personas mueren prematuramente 
por enfermedades atribuibles a la contaminación del aire de los hogares como 
consecuencia del uso de combustibles sólidos para cocinar. Entre esas defunciones 
se encuentran que el 27% se debe a neumonía, el 18% a accidentes 
cerebrovasculares, 27% a cardiopatía isquémica, 20% a neumonía crónica y 8% a 
cáncer de pulmón (Organización Mundial de la Salud, 2021). 
 
Este escenario se contrasta con las emisiones mundiales de GEI y su crecimiento 
desde la época preindustrial, alcanzando para 2018 un aumento hasta más del doble. 
La tasa de crecimiento de las emisiones de dióxido de carbono (CO2) aumentó un 
147%, el metano (CH4) un 259%, y el óxido nitroso (N2O) un 123%. Estos 
incrementos hacen que el cambio climático sea más agudo, que las temperaturas 
suban y que los fenómenos meteorológicos extremos se multipliquen (Organización 
de las Naciones Unidas, 2019). 
 
En Colombia, al igual que otros países en vía de desarrollo, las comunidades rurales 
se ven obligadas a utilizar la leña como principal combustible como consecuencia de 
las escasas opciones energéticas; según la información registrada en el Balance 
Energético 2019 de la Unidad de Planeación Minero Energética –UPME, el consumo 
final de energía en el sector residencial está dado de la siguiente forma: energía 
eléctrica (EE, 31%), leña (LE, 46%), gas natural (GN, 17%) y gas propano (GLP 6%) 
(UPME, 2019). A estos reportes se vinculan las cifras descritas en el congreso de la 
Asociación Nacional de Empresas de Servicios Públicos y Comunicaciones de 
Colombia (Andesco), realizada en 2021, donde se expuso que hasta el 2021 existían 
cerca de seis (6) millones de personas que hacen uso de la leña y 1,6 millones de 
hogares en el territorio nacional recurren a este insumo en gran medida por la falta 



 

de infraestructura para tener electricidad, gas natural y GLP.  
 
Ahora bien, el Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático, 
expresa que el uso de leña para cocción representa un 2% de las emisiones a nivel 
mundial (Pressreader, 2019), lo que lo convierte en una fuente significativa de emisiones 
de GEI y en una de las causas del cambio climático. Además de este impacto directo en 
el cambio climático, las prácticas inadecuadas de cocción de alimentos con leña en los 
países en desarrollo generan gases adicionales (carbono negro, carbono orgánico) que 
afectan al clima. Según el reporte 2011 del Banco Mundial, una estufa eficiente puede 
reducir hasta el 66% las emisiones de CO2 o GEI equivalente vinculados a la práctica 
inadecuada de cocción de alimentos a nivel familiar.  
 

A nivel municipal se observa que actualmente, el 75% de las familias rurales dispersas 
consumen combustibles sólidos como leña y/o carbón vegetal para satisfacer sus 
necesidades de cocción. El uso de combustibles tradicionales es responsable de 
importantes impactos ambientales que se manifiestan principalmente en una mayor 
contaminación ambiental, en la degradación de ecosistemas forestales y como 
consecuencia de este último, en significativas emisiones de Gases Efecto Invernadero 
GEI (principalmente, CO2) que contribuyen con el calentamiento global. La remoción de 
biomasa leñosa de los bosques tiene importantes efectos sobre el equilibrio ecológico de 
estos ecosistemas, dado que su permanencia tiene incidencia en la regulación hídrica, 
la protección de los suelos y la preservación de algunas especies de fauna y flora que 
requieren de dicha biomasa para subsistir. 
 
De igual forma, es relevante el efecto que tiene la combustión de la biomasa en las 
emisiones de sustancias contaminantes como material particulado, monóxido de carbono 
e incluso, compuestos orgánicos persistentes como dioxinas y furanos. Los fogones 
abiertos pueden generar emisiones que, en el mejor de los casos, pueden sextuplicar la 
concentración máxima anual permisible en ambientes abiertos aceptados globalmente 
(OMS, 2006). 
 
Esta situación parece lejos de cambiar en el mediano plazo debido principalmente a que 
el acceso a combustibles más modernos se hace prohibitivo para una gran parte de las 
comunidades rurales cuyos ingresos son exiguos y deben ser distribuidos en aquellas 
necesidades más apremiantes para su subsistencia. Adicionalmente, el cambio a una 
nueva tecnología de cocción impone retos a los usuarios de leña quienes han estado 
acostumbrados al uso de este recurso energético por su disponibilidad y versatilidad. 
 
Según las proyecciones del DANE para el año 2024, se estima 1038 hogares en centros 
poblados y rural dispersa del municipio de San Andrés de Cuerquia del departamento de 
Antioquia. Del total de esos hogares, 882 no tienen acceso al servicio de gas y, por tanto, 
emplean hornillas rudimentarias para la cocción de sus alimentos. La Alcaldía de San 
Andrés de Cuerquia teniendo en cuenta la ubicación y las condiciones de vida de estos 
hogares, se proyectó levantar información primaria de 31 hogares, resultando que un 
hogar consume en promedio 3.8 toneladas de leña al año, a partir de este valor, se estima 
que aproximadamente son emitidos al ambiente 179,214 Kg de CO2 según la 
calculadora de emisiones construida por la UPME. 
 
2.- OBJETO A CONTRATAR, CON SUS ESPECIFICACIONES Y LA IDENTIFICACIÓN 
DEL CONTRATO A CELEBRAR. 
 
2.1 OBJETO. 
 



 

OBJETO: “INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y 
AMBIENTAL AL CONTRATO QUE TIENE POR OBJETO INSTALACIÓN DE ESTUFAS 
EFICIENTES FIJAS PARA FAMILIAS RURALES EN EL MUNICIPIO DE SAN ANDRÉS 
DE CUERQUIA” 
 
METAS. 

Se espera como meta que el contratista entregue sus informes mensuales y un informe 

final e informes parciales sin excluir los informes adicionales que se solicite sobre las 

actividades realizadas para el control y seguimiento a la obra objeto de esta interventoría; 

lo cual debe reflejar la calidad con la cual se construyó la obra y como se desarrolló el 

contrato de interventoría. Los informes de interventoría se deben ajustar a lo estipulado 

en la propuesta del interventor y a los requerimientos expuestos en los pliegos de 

condiciones. 

ALCANCES DE LA INTERVENTORÍA. 

Realizar todas las funciones de interventoría que se requieran para el correcto 

cumplimiento del contrato de obra que tiene por objeto: INSTALACIÓN DE ESTUFAS 

EFICIENTES FIJAS PARA FAMILIAS RURALES EN EL MUNICIPIO DE SAN ANDRÉS 

DE CUERQUIA; de acuerdo a los estudios previos, la invitación publica y la propuesta 

presentada, de acuerdo con los requerimientos y especificaciones técnicas que allí se 

establecen, así como los demás documentos que las soportan. 

OBLIGACIONES DEL CONTRATISTA 

Además de las derivadas de la esencia y naturaleza del contrato, la ley, las obligaciones 
y condiciones señaladas en la INVITACIÓN y demás Documentos del Proceso y de las 
establecidas en (los documentos adicionales aplicables al Proceso de Contratación), 
vigente durante la ejecución del contrato, el Interventor se obliga a: 
 
- Cumplir con las condiciones establecidas en los Documentos del Proceso de 
Contratación. 
- Desarrollar el objeto del contrato en las condiciones de calidad, oportunidad, y 
obligaciones definidas en los Documentos del Proceso de Contratación. 
- Garantizar la calidad de los bienes y servicios prestados, de acuerdo con el Anexo 
Técnico, lo establecido en la invitación y demás Documentos del Proceso. 
- Dar a conocer a la Entidad cualquier reclamación que indirecta o directamente pueda 
tener algún efecto sobre el objeto del contrato o sobre sus obligaciones. 
- Abstenerse de ordenar y/o aprobar trabajos sin contar con el debido respaldo 
presupuestal. 
- Acreditar el cumplimiento de la formación académica y la experiencia del equipo de 
trabajo definidos en el Documento base y en el “Anexo 1 – Anexo Técnico”, en los plazos 
acordados con la Entidad. 
- Identificar las oportunidades para promover la vinculación de mano de obra de personal 
local durante la ejecución del contrato. 
- Dar cabal cumplimiento al pacto de transparencia y declaraciones de la carta de 
presentación de la oferta. 
- Informar a la Entidad cuando ocurra una situación que implique una modificación del 
estado de los riesgos existentes al momento de proponer o celebrar el contrato, como 
sería el caso de la existencia de investigaciones, medidas de aseguramiento o condenas 



 

proferidas en Colombia o en el extranjero que afecten al Interventor o incidan en su 
capacidad para continuar con la ejecución del contrato. 
- Durante la ejecución del contrato deberá observar las leyes y los reglamentos relativos 
con Salud Ocupacional y Seguridad Industrial y tomar todas aquellas precauciones 
necesarias para evitar que se produzcan en las zonas de sus campamentos de trabajo, 
accidentes o condiciones insalubres; así como dotar a su personal y asegurar el uso 
adecuado de los elementos de protección personal (EPP). 
- Cumplir con sus obligaciones laborales respecto del personal a su cargo y con las 
obligaciones tributarias y ambientales que le correspondan de acuerdo con su labor. 
- Ejecutar el contrato con el Personal Clave Evaluable ofrecido en el Procedimiento de 
Contratación. 
- Realizar todos los pagos de honorarios y/o salarios, parafiscales e indemnizaciones a 
que haya lugar e igualmente dar cumplimiento a las normas de afiliación y pago de al 
Sistema de Seguridad Social Integral (salud, pensiones y riesgos), que le correspondan 
de acuerdo con el personal que llegare a emplear en la ejecución del contrato, en las 
cuantías establecidas por la ley y oportunamente. Deberá demostrar el aporte a los 
Sistemas de Seguridad Social Integral y parafiscal (artículo 50 de la Ley 789 de 2002 y 
el artículo 23 de la Ley 80 de 1993) que le corresponda para cada pago o abono en 
cuenta según la forma de pago. 
- Cumplir los Protocolos de Bioseguridad, en particular a los Estándares Mínimos del 
Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo previstos en la Resolución 312 
de 2019, o la norma que lo modifique, complemente o sustituya. 
 
OBLIGACIONES ESPECIFICAS DEL INTERVENTOR 
 
Al interventor le corresponde solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el 
desarrollo de la ejecución contractual, y será responsables por mantener informada a la 
entidad contratante de los hechos o circunstancias que puedan constituir actos de 
corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo 
el cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente. Así mismo le 
corresponde supervisar, controlar, coordinar, apoyar y verificar la ejecución del contrato 
de obra con el propósito de garantizar el cumplimiento de las especificaciones, normas 
técnicas, actividades administrativas, normas y aspectos tanto contables como 
financieros, parámetros ambientales, presupuestos y obligaciones pactadas, que en 
conjunto permitan velar por el cumplimiento del objeto contractual. 
 
OBLIGACIONES DE CONTROL CONTABLE Y FINANCIERO. 
 

1. Realizar mensualmente un análisis del avance financiero de las obras con los 
debidos soportes, a fin de prever, con la suficiente anticipación, eventuales 
necesidades de modificaciones de reserva o de disponibilidades presupuestales 
o cualquier otra medida que el municipio deba tomar para asegurar el flujo de 
fondos del contrato. 

2. Aprobar los balances financieros soportes de cada factura. 
3. Elaborar los balances financieros y la viabilidad de estos para efectos de 

modificaciones al contrato. 
 

OBLIGACIONES JURÍDICAS 
 

1. Tramitar oportunamente las solicitudes de aplicación de sanciones contractuales 
y requerimientos al contratista. 



 

2. Antes de la solicitud de aplicación de sanciones contractuales requerir al 
contratista para el cumplimiento, otorgándole un plazo prudencial para ello, 
siempre que resulte procedente. 

3. Requerir a los contratistas cuando incumplan obligaciones contractuales, informar 
de ello por escrito al Municipio, y de resultar pertinente, dar aviso a la compañía 
aseguradora. 

 
OBLIGACIONES DEL CONVENIANTE  
 
- Girar al contratista, los recursos correspondientes a sus aportes según los 
términos establecidos en el contrato. 
- Velar porque el objeto de este contrato se cumpla dentro de las estipulaciones 
Técnicas, legales y reglamentarias. 
- Hacer visitas de seguimiento y supervisión para velar por la correcta inversión de 
los recursos del SGR 
- Las demás que la RPG a juicio de la Secretaría de planeación se consideren 
necesarias para lograr los fines perseguidos en este contrato. 
- Ejercer la supervisión del presente contrato para lo cual deberá suscribir el acta 
de inicio del contrato las actas de recibo final y de liquidación. 
 
METODOLOGÍA PARA LA REALIZACIÓN DE LA INTERVENTORÍA 
 
Se desarrollarán las actividades sugeridas en el “Rol de la Interventoría” así: 
 
CONTROLAR: Se planearán y programarán las actividades de supervisión para 
establecer si la ejecución se ajusta a lo comprometido por las partes. 
 
SOLICITAR: Se pedirá la corrección oportuna o inmediata de las deficiencias que 
presenten los contratistas durante la ejecución. Se ejercerá también esta facultad cuando 
se requiera la imposición de una multa por razones pertinentes. 
 
EXIGIR: Si se llegase a detectar debilidades en el cumplimiento estricto de lo pactado 
por las partes, cumpliendo con la obligación de exigir a la parte que afecta la cabal 
ejecución del proceso que subsane y corrija la deficiencia, utilizando como herramienta 
el contenido de los contratos y las garantías de cumplimiento del mismo. 
 
COLABORAR: La interventoría prestará a las partes toda la colaboración necesaria para 
el éxito de los contratos. 
 
ABSOLVER: Servirá de apoyo para mantener un flujo positivo y dinámico de la 
comunicación entre las partes y ayudará a resolver las dudas y dificultades que se 
presenten durante la ejecución. 
 
PREVENIR: El proceso de interventoría se hará proactivamente para adelantarse a las 
dificultades mediante la implementación de acciones preventivas en cada uno de los 
procesos. 
 
VERIFICAR: Constatará la debida ejecución y desarrollo de cada uno de los procesos 
implicados en el objeto contractual, a fin de ejercer control oportuno y adecuado. 
 
 
 
 



 

 
PLAN DE CARGAS DE TRABAJO 

Perf
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Cargo 

 
Título 
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% 
Dedicació

n 

Experiencia 
General 
(años 

mínimos) 

Experiencia 
Específica 

(años 
mínimos) 

 
 
 
 
 
 
 

1 

 
 
 
 
 
 
 

Un (1) 

 
 
 
 
 
 

Director de 
Interventoría 

 
 
 
Título 
profesional 
entre alguna 
de las 
siguientes 
alternativas: 

 
Ingeniero 
Civil o 
Arquitecto 

 
 
 
 
 
 
 

30% 

 
 
 
 

Mayor o igual 
a 3 años de 
experiencia, 
contados a 
partir de la 

expedición de 
la tarjeta 

profesional.. 

Acreditar 
experienci

a como 
director de 
Interventor

ía en un 
(01) 

proyectos 
cuyas 

actividades 
estén 

relacionad
as con el 
objeto del 
contrato 

 
 

2 

 
 

Un (1) 

 

Residente de 
Interventoría 

 
 
Título 
profesional 
entre alguna 
de las 
siguientes 
alternativas: 

Ingeniero 
Civil o 
Arquitecto 

 
 
 
 
 
 

100% 

 
Mayor o 

igual a 02 
años de 

experienci
a, 

contados a 
partir de la 
expedición 

de la 
tarjeta 

profesional
. 

Acreditar 
experiencia 

como 
Residente de 
interventoría 
en un (01) 
proyecto 
cuyas 

actividades 
estén 

relacionadas 
con el objeto 
del presente 

contrato. 

 
IDENTIFICACIÓN DEL CONTRATO A CELEBRAR: 

Se trata de un contrato de Consultoría, definido en el numeral 2 del artículo 32 de la Ley 

80 de 1993, que preceptúa: 

“Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales referidos a los 

estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, 

prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las 

asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión”. 

PLAZO: El plazo máximo para ejecutar el contrato será de DOS (02) MESES contado a 

partir de la suscripción del acta de inicio. 

LUGAR DE EJECUCIÓN DE LA INTERVENTORÍA: La Ejecución de las obligaciones 

del objeto contractual será en la ZONA RURAL DEL MUNICIPIO DE SAN ANDRÉS DE 

CUERQUIA, DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA. 

JUSTIFICACIÓN DEL CONTRATO A SUSCRIBIR  

Conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Constitución Política de Colombia, son 

fines esenciales del Estado “servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 

garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 



 

Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afecten y en la 

vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación, defender de la 

independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 

pacífica y la vigencia de un orden justo’’. 

Así mismo, señala el artículo 64 de la Carta Política que “Es deber del Estado promover 

el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma 

individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, 

recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia 

técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los 

campesinos”. 

Por su parte, el artículo 65 ibidem establece que “La producción de alimentos gozará de 

la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo 

integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, 

así como también a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de 

tierras. De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de 

tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, 

con el propósito de incrementar la productividad”. 

A su vez, la Ley 101 de 1993 desarrolla los artículos 64 y 65 constitucionales con miras 

a proteger las actividades agropecuarias, y mejorar el ingreso y calidad de vida de los 

productores rurales, motivo por el cual, señala que son propósitos fundamentales, entre 

otros, los de elevar la eficiencia y la competitividad de los productos agrícolas, pecuarios 

y pesqueros; favorecer el desarrollo tecnológico del agro conforme a los procesos de 

descentralización y participación, y estimular la participación de los productores 

agropecuarios y pesqueros, directamente o a través de sus organizaciones 

representativas, en las decisiones del Estado que los afecten. 

De otra parte, mediante el Decreto Ley 313 de 1960, reglamentado por el Decreto 1565 

de 2015, se creó el Fondo Conforme a lo dispuesto en el artículo 2 de la Constitución 

Política de Colombia, son fines esenciales del Estado “servir a la comunidad, promover 

la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 

los afecten y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación, 

defender de la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 

convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo’’. 

Así mismo, señala el artículo 64 de la Carta Política que “Es deber del Estado promover 

el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, en forma 

individual o asociativa, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, 

recreación, crédito, comunicaciones, comercialización de los productos, asistencia 

técnica y empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los 

campesinos”. 

Por su parte, el artículo 65 ibidem establece que “La producción de alimentos gozará de 

la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo 

integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, 



 

así como también a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de 

tierras.  

De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de tecnología 

para la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el 

propósito de incrementar la productividad”. 

A su vez, la Ley 101 de 1993 desarrolla los artículos 64 y 65 constitucionales con miras 

a proteger las actividades agropecuarias, y mejorar el ingreso y calidad de vida de los 

productores rurales, motivo por el cual, señala que son propósitos fundamentales, entre 

otros, los de elevar la eficiencia y la competitividad de los productos agrícolas, pecuarios 

y pesqueros; favorecer el desarrollo tecnológico del agro conforme a los procesos de 

descentralización y participación, y estimular la participación de los productores 

agropecuarios y pesqueros, directamente o a través de sus organizaciones 

representativas, en las decisiones del Estado que los afecten. 

De otra parte, mediante el e Decreto Ley 2366 de 2015 se creó la Agencia de Renovación 

del Territorio – ART, como una Agencia estatal de naturaleza especial, del sector 

descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, con personería jurídica, 

patrimonio propio y autonomía administrativa, técnica y financiera; la cual, por virtud del 

parágrafo 4 del artículo 281 de la Ley 1955 de 2019 se encuentra adscrita al sector 

Administrativo de la Presidencia de la República, y que tiene por objeto “coordinar la 

intervención de las entidades nacionales y territoriales en las zonas rurales afectadas por 

el conflicto priorizadas por el Gobierno nacional, a través de la ejecución de planes y 

proyectos para la renovación territorial de estas zonas, que permitan su reactivación 

económica, social y su fortalecimiento institucional, para que se integren de manera 

sostenible al desarrollo del país”. 

Que los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), fueron creados por el 

Decreto Ley 893 de 2017 “como un instrumento de planificación y gestión para 

implementar de manera prioritaria los planes sectoriales y programas en el marco de la 

Reforma Rural Integral (RRI) y las medidas pertinentes que establece el Acuerdo Final, 

en articulación con los planes territoriales, en los municipios priorizados en el presente 

Decreto de conformidad con los criterios establecidos en el Acuerdo Final”. 

Que el artículo 4 del Decreto Ley 893 de 2017 dispuso que: “Cada PDET se 

instrumentalizará en un Plan de Acción para la Transformación Regional (PATR), 

construido de manera participativa, amplia y pluralista en las zonas priorizadas…”; y que 

de acuerdo con el punto 4.2. de las consideraciones del citado Decreto Ley "la 

implementación del PDET implica disponer efectivamente de un instrumento para que 

los habitantes del campo, las comunidades, los grupos étnicos, y los demás actores 

involucrados en la construcción de paz, junto con el Gobierno Nacional y las autoridades 

territoriales construyan planes de acción concretos para atender sus necesidades…". 

 

 

 



 

VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO, JUSTIFICACIÓN DEL MISMO Y RUBROS QUE 

LO COMPONEN 

EL VALOR DEL CONTRATO: El valor del contrato a celebrar es por la suma de: DIEZ 

MILLONES NOVECIENTOS NUEVE MIL PESOS ($ 10.909.000,00) M/CTE, INCLUIDO 

IVA. 

FORMULARIO 1 - DETALLADO 

CANT. 
CARGO / 
OFICIO 

COSTOS DEDICACION PARTICIPACIÓN VALOR 

DE PERSONAL % (h-mes) PARCIAL ($) 

(1) (2) (3) (4) (1)*((2)*(3))*(4) = (5) 

COSTOS DIRECTOS DE PERSONAL  

PERSONAL PROFESIONAL 

1 
Director de 
Interventoria  

$ 2.200.000,00 0,30 2,00  $              1.320.000,00  

1 

Ingeniero 
Residente 
de 
Interventoría  

$ 1.800.000,00 1,00 2,00  $              3.600.000,00  

            

SUBTOTAL COSTOS DE PERSONAL = SUMATORIA DE (5) = (6)  $              4.920.000,00  

FACTOR MULTIPLICADOR (7) 1,70 

SUBTOTAL COSTOS DE PERSONAL = (6) * (7) = (A)   $              8.364.000,00  

CANT. CONCEPTO UNIDAD 

COSTO 

 UTILIZACION  

 VALOR  

($)  PARCIAL ($)  

IVA = 
19% * 
(E) = 
(F) 

OTROS 
COSTOS 
INDIRECTOS 

       $                   803.226,89  

1 

Edición de 
informes, 
papelería, 
reproducción 
de 
documentos,  
planos, 
fotografías, 
etc 

mes  $    401.613,45  2,00  $                   803.226,89  

SUBTOTAL COSTOS BASICOS = (B)  $                 803.226,89  

SUBTOTAL COSTOS BASICOS = (A) + (B) = (C)  $              9.167.226,89  

PROVISION FRENTE ADICIONAL = (D)    

VALOR TOTAL BÁSICO  $              9.167.226,89  

IVA = 19% * (E) = (F)  $              1.741.773,11  

COSTO TOTAL = (E) + (F)  $            10.909.000,00  



 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.2.1.1.2.1.1. Numeral 4 del Decreto 1082 

de 2015 no será necesario publicar las variables para calcular el valor estimado del 

contrato cuando la modalidad de selección del contratista sea el concurso de méritos. 

DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL: 

El presupuesto estimado para el cumplimiento del proyecto está amparado con el 

siguiente: 

Nº C.D.P VALOR 

 
524 de 17 de octubre de 2024 

 

 
$ 148.253.267,00 

 
007 de 28 de octubre de 2024  

 

 
$18.498.606 ,00 

LOS CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE 

PRIMERA ETAPA 

FACTORES HABILITANTES: Antes de proceder a la evaluación técnica y económica de 

las propuestas, se procederá a efectuar un examen preliminar de las mismas con el fin 

de determinar y verificar si cada una de ellas cumple con los requisitos esenciales del 

presente proceso de contratación, es decir si las propuestas se ajustan a los Pliegos de 

Condiciones, si no se configuran en ellas ninguna de las causales de rechazo y si cumple 

con los factores habilitantes indicados a continuación 

CRITERIO 

CAPACIDAD JURÍDICA 

CARTA DE PRESENTACIÓN DE LA PROPUESTA: 

El Proponente presentará el “Formato 1 – Carta de presentación de la oferta”, el cual 

debe estar firmado por la persona natural Proponente o por el representante legal del 

Proponente individual o por el representante del Proponente Plural o por el apoderado.  

En virtud de lo previsto en la Ley 842 de 2003 y con el fin de evitar el ejercicio ilegal de 

la ingeniería, la persona natural (Proponente individual o integrante de la estructura 

plural) que pretenda participar en el Proceso de Contratación, debe acreditar que posee 

título como Ingeniero Civil, para lo cual adjuntará copia de la tarjeta profesional y del 

certificado de la vigencia de matrícula profesional expedida por el COPNIA o Consejo 

Profesional de Ingeniería y Arquitectura de Colombia en la respectiva rama de la 

ingeniería, según corresponda, vigente a la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 

El requisito de la tarjeta profesional se puede suplir con el registro de que trata el artículo 

18 del Decreto – Ley 2106 de 2019.  

De acuerdo con el artículo 20 de la Ley 842 de 2003, si el representante legal o 

apoderado del Proponente individual persona jurídica, o el representante o apoderado 

del Proponente Plural, no posee título de una de las profesiones catalogadas como 

ejercicio de la ingeniería, la oferta tendrá que ser avalada por un Ingeniero civil, para lo 



 

cual adjuntará copia de la tarjeta profesional y del certificado de vigencia de matrícula 

profesional expedida por el COPNIA o el Consejo Profesional de Ingeniería y 

Arquitectura, en la respectiva rama de la ingeniería, según corresponda, vigente a la 

fecha de cierre de este Proceso de Contratación. El requisito de la tarjeta profesional se 

puede suplir con el registro de que trata el artículo 18 del Decreto – Ley 2106 de 2019. 

El aval del ingeniero del que trata el artículo 20 de la Ley 842 de 2003 hace parte integral 

del Formato 1 – Carta de presentación de la oferta” cuando el Proponente deba 

presentarlo.  

La carta de presentación debe suscribirse, por lo que con la firma de este documento se 

entiende que el Proponente conoce y acepta las obligaciones del “Anexo 4 – Pacto de 

Transparencia” y, por lo tanto, no será necesaria la entrega de este documento al 

momento de radicar la oferta.  

El Proponente debe diligenciar los Formatos. Todos los espacios en blanco deben 

completarse con la información solicitada. 

APODERADO  

Los Proponentes podrán presentar ofertas directamente o suscritas por intermedio de 

apoderado, evento en el cual deben anexar el poder otorgado en legal forma (artículo 5 

del Decreto – Ley 019 de 2012), en el que se confiere al apoderado de manera clara y 

expresa facultades amplias y suficientes para actuar, obligar y responsabilizar a quien(es) 

representa en el trámite del proceso y en la suscripción del contrato. No obstante, la 

simple entrega física o radicación de la oferta en la Entidad puede realizarla cualquier 

persona sin necesidad de poder o autorización. 

El apoderado que firme la oferta podrá ser una persona natural o jurídica que en todo 

caso debe tener domicilio permanente, para efectos de este proceso, en la República de 

Colombia y debe estar facultado para representar al Proponente y/o a todos los 

integrantes del Proponente Plural, a efectos de adelantar en su nombre de manera 

específica las siguientes actividades: (i) presentar oferta para el Proceso de Contratación 

de que trata este Pliego; (ii) responder a los requerimientos y aclaraciones solicitados por 

la Entidad; (iii) recibir las notificaciones a que haya lugar; (iv) suscribir el contrato en 

nombre y representación del adjudicatario, así como el acta de terminación y liquidación, 

si a ello hubiere lugar. 

Las personas extranjeras que participen mediante un Proponente Plural podrán constituir 

un solo apoderado común y, en tal caso, bastará para todos los efectos la presentación 

del poder común otorgado por la totalidad de los integrantes con los requisitos de 

autenticación, Legalización y/o Apostilla y traducción exigidos en el Código de Comercio 

y en el Código General del Proceso de Colombia, incluyendo los señalados en el la 

invitación pública. El poder a que se refiere este párrafo podrá conferirse en el mismo 

acto de constitución del Proponente Plural.  

La existencia y representación legal de los Proponentes individuales o integrantes de los 

Proponentes Plurales se acreditará de acuerdo con las siguientes reglas: 

3.3.1 PERSONAS NATURALES 



 

Deben presentar los siguientes documentos en copia simple:  

A. Persona natural de nacionalidad colombiana: cédula de ciudadanía. 

 

B. Persona natural extranjera con residencia en Colombia: cédula de extranjería 
vigente expedida por la autoridad competente.  

 

C. Persona natural extranjera sin domicilio en Colombia: pasaporte. 
 

3.3.2 PERSONAS JURÍDICAS 

Deben presentar los siguientes documentos:  

A. Persona jurídica nacional o extranjera con Sucursal en Colombia:  
 

I. Certificado de existencia y representación legal expedido por la cámara de 
comercio o autoridad competente en el que se verificará: 

a. Fecha de expedición del certificado no mayor a treinta (30) días 
calendario anteriores a la fecha de cierre del Proceso de Contratación. 
En caso de modificarse la fecha de cierre del Proceso de Contratación, 
se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del 
certificado de existencia y representación legal la fecha originalmente 
contemplada en el la invitación pública. 

b. Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas 
en el objeto del Proceso de Contratación.  

c. Las personas jurídicas nacionales y extranjeras deberán acreditar que 
su duración no será inferior a la del plazo del contrato y un año más.  

d. Si el representante legal tiene restricciones para contraer obligaciones 
en nombre de la sociedad, deberá acreditar su capacidad mediante 
una autorización suficiente otorgada por el órgano social competente 
respectivo.  

e. El nombramiento del revisor fiscal en caso de que deba contar con 
uno. 

f. Que las personas jurídicas extranjeras con actividades permanentes 
en la República de Colombia (contratos de obra o de servicios) 
deberán estar legalmente establecidas en el territorio nacional de 
acuerdo con los artículos 471 y 474 del Código de Comercio. 

II. Certificación del revisor fiscal, en caso de ser sociedad anónima colombiana, 
en la que conste si es abierta o cerrada. 

III. Fotocopia del documento de identificación del representante legal. 

En el caso de las sucursales de las personas jurídicas extranjeras y como quiera que la 
Sucursal en Colombia no es una persona jurídica diferente a la Matriz, se tendrá en 
cuenta la fecha de constitución de esta última.  



 

Si la oferta es suscrita por una persona jurídica extranjera a través de la Sucursal que 
está debidamente constituida en Colombia, se deberá acreditar la capacidad legal de la 
Sucursal y de su representante o mandatario mediante la presentación del Registro Único 
de Proponentes (RUP) de la Sucursal y del certificado de existencia y representación 
legal entregado por la cámara de comercio respectiva, el cual debe tener una fecha de 
expedición de máximo de treinta (30) días calendario anteriores a la fecha de cierre del 
Proceso de Contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se 
tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha 
originalmente señalada en la invitación pública. 

Cuando el representante legal de la Sucursal tenga restricciones para contraer 
obligaciones, deberá acreditar autorización suficiente del órgano social respectivo para 
contraer obligaciones en nombre de la sociedad. La ausencia definitiva de autorización 
suficiente o no aportar dicho documento, una vez solicitado por la Entidad, determinará 
la falta de capacidad jurídica para presentar la oferta. 

B. Persona jurídica extranjera sin Sucursal o domicilio en Colombia: Documentos 
que acrediten la existencia y representación legal de la sociedad extranjera, 
legalizados de conformidad con lo establecido en la presente invitación publica, 
en los que deben constar como mínimo los siguientes aspectos: 

I. Nombre o razón social completa. 

II. Nombre del representante legal o de la persona facultada para 
comprometer a la persona jurídica. 

III. Que el objeto de la sociedad permita ejecutar las actividades descritas 
en el objeto del Proceso de Contratación. 

IV. Facultades del representante legal o de la persona designada para 
comprometer a la persona jurídica, en la que se señale expresamente 
que el representante no tiene limitaciones para contraer obligaciones 
en nombre de la misma o aportando la autorización o documento 
correspondiente del órgano social para cada caso.  

V. Tipo, número y fecha del documento de constitución o creación.  

VI. Fecha y clase de documento por el cual se reconoce la personería 
jurídica. 

VII. Acreditar que su duración no será inferior a la del plazo del contrato y 
un año más.  

VIII. Fotocopia del documento de identificación del representante legal  

i no existiera ninguna autoridad o Entidad que certifique la totalidad de la información de 
existencia y representación legal, el Proponente o integrante extranjero del Proponente 
Plural debe presentar una declaración juramentada de una persona con capacidad 
jurídica para vincular y representar a la sociedad en la que conste que: i) no existe 
autoridad u organismo que certifique lo solicitado en este literal; ii) la información 
requerida en el presente numeral y iii) la capacidad jurídica para vincular y representar a 
la sociedad de la persona que efectúa la declaración, así como de las demás personas 
que puedan representar y vincular a la sociedad, si las hay. 



 

Nota: En caso de que la persona jurídica sin sucursal o domicilio en Colombia resulte 
adjudicatario del proceso, tanto de forma individual o como integrante de una estructura 
plural, deberá constituir una sucursal con domicilio en el territorio nacional, lo anterior de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 471 y ss. del Código de Comercio. 

C. Las Entidades Estatales: Deben presentar los siguientes documentos para 
acreditar su existencia. 

Acto de creación de la Entidad. Este puede ser ley, decreto, ordenanza, acuerdo o 
certificado de existencia y representación legal (este último no mayor a treinta (30) días 
calendario anteriores a la fecha de cierre del Proceso de Contratación) o documento 
equivalente que permita conocer la naturaleza jurídica, funciones, órganos de dirección 
o régimen jurídico de contratación de la Entidad. 

NOTA: En el evento de personas jurídicas no obligadas a aportar el certificado de 

existencia y representación legal, deberán allegar un documento equivalente que 

acredite su existencia, junto con los documentos que demuestren la capacidad del 

representante legal de la Entidad o sociedad a contratar, en el cual se verificará:   

• Fecha de expedición del documento equivalente que acredite su existencia, con 
una fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la 
fecha de cierre del Proceso de Contratación. En caso de modificarse la fecha de 
cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia 
del certificado la fecha originalmente definida en la invitación pública.  

• Que el objeto incluya todas las actividades principales objeto del proceso.  

• La duración deberá ser por lo menos igual al plazo estimado del contrato y un (1) 
año más. 

• Para efectos de la invitación pública, el plazo de ejecución del contrato será el 
indicado en el numeral “1.1 Objeto, Presupuesto Oficial, plazo y ubicación”.  

• Si el representante legal tiene restricciones para contraer obligaciones en nombre 
de la misma, deberá acreditar autorización suficiente del órgano social para 
contraer obligaciones en nombre de la sociedad o de la Entidad.  

• La ausencia definitiva de autorización suficiente o el no aporte de dicho 
documento una vez solicitado por la Entidad, determinará la falta de capacidad 
jurídica para presentar la oferta y, por tanto, su rechazo.  

• El nombramiento del revisor fiscal en caso de que esté obligado a tenerlo. 

 

3.3.3 PROPONENTES PLURALES  

El documento de conformación de Proponentes Plurales debe:  

A. Acreditar la existencia del Proponente Plural y clasificarlo de forma clara en Unión 
Temporal o en Consorcio. En este documento los integrantes deben expresar su 
intención de conformar el Proponente Plural. En caso de que no exista precisión 
sobre el tipo de asociación se solicitará aclaración. Los Proponentes deben incluir 
como mínimo la información requerida en el “Formato 2 – Conformación de 
Proponente Plural” (“Formato 2A- Documento de conformación de Consorcio”) 
(“Formato 2B – Documento de conformación de Unión Temporal). Los 
Proponentes pueden introducir datos adicionales que no contradigan lo dispuesto 
en los documentos del Proceso de Contratación. 

 



 

B. Acreditar el nombramiento de un representante y un suplente, este último en caso 
de considerarlo conveniente, cuya designación deberá constar en el “Formato 2 
– Conformación de Proponente Plural” (“Formato 2A – Documento de 
conformación de Consorcio”) (Formato 2B – Documento de conformación de 
Unión Temporal), quien representará a todas las personas naturales y/o jurídicas 
asociadas, con facultades suficientes para la representación sin limitaciones de 
cada uno de los integrantes, en todos los aspectos que se requieran para la 
presentación de la oferta, para la suscripción y ejecución del contrato, así como 
también la potestad para firmar el acta de terminación y liquidación o cualquier 
otra acta o documento. 

 

C. Aportar copia del documento de identificación del representante principal y, en 
caso de que se haya nombrado, del suplente del Proponente Plural. 
 

D. Acreditar que la vigencia del Proponente Plural no sea inferior a la del plazo del 
contrato y un (1) año adicional. Para efectos de la evaluación, este plazo será 
contado a partir de la fecha del cierre del Proceso de Contratación. En caso de 
modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para 
establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente señalada en 
la invitación pública. 
 

E. El Proponente Plural debe señalar expresamente cuál es el porcentaje de 
participación de cada uno de sus integrantes. La sumatoria de este porcentaje no 
podrá ser diferente al cien por ciento (100 %). 

 

F. En la etapa contractual no podrán modificarse los porcentajes de participación sin 
el consentimiento previo de la Entidad. En todo caso, en la etapa precontractual 
no será posible modificar los porcentajes de los integrantes del Proponente Plural 
después de la fecha del cierre del Proceso de Contratación. Cualquier 
modificación en los porcentajes de los integrantes será ineficaz y por tanto 
carecerá de efecto. 

 
Dicho documento debe estar firmado por todos los integrantes del Proponente Plural y 
en el caso de que un integrante sea una persona jurídica, por el representante legal de 
dicha persona, o por el apoderado de cualquiera de los anteriores. 

CERTIFICACIÓN DE PAGOS AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL Y APORTES 
LEGALES 

PERSONAS JURÍDICAS 

El Proponente persona jurídica debe diligenciar el “Formato 5 – Pagos al Sistema de 

Seguridad Social y Aportes Legales” suscrito por el revisor fiscal, de acuerdo con los 

requerimientos de ley, o por el representante legal, bajo la gravedad del juramento, 

cuando no se requiera revisor fiscal, en el que conste el pago de los aportes de sus 

empleados a los sistemas de salud, riesgos laborales, pensiones, aportes a las Cajas de 

Compensación Familiar, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y al Servicio 

Nacional de Aprendizaje (SENA), cuando a ello haya lugar. 

La Entidad no exigirá las planillas de pago. Bastará el certificado suscrito por el revisor 

fiscal, en los casos requeridos por la ley, o por el representante legal que así lo acredite. 



 

Cuando la persona jurídica está exonerada de estas obligaciones en los términos 

previstos en el artículo 65 de la Ley 1819 de 2016, debe indicarlo en el " Formato 5 – 

Pagos al Sistema de Seguridad Social y Aportes Legales”. 

Esta misma previsión aplica para las personas jurídicas extranjeras con domicilio o 

Sucursal en Colombia, las cuales deben acreditar este requisito respecto del personal 

vinculado en Colombia. 

PERSONAS NATURALES  

El proponente persona natural debe acreditar la afiliación a los sistemas de seguridad 

social en salud y pensiones, aportando los certificados de afiliación respectivos o con el 

certificado de pago de la correspondiente planilla con fecha de expedición no mayor a 

treinta (30) días calendario, anteriores a la fecha de cierre del Proceso de Contratación.  

En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá como referencia para 

establecer el plazo de vigencia de los certificados de afiliación la fecha originalmente 

establecida en la invitación pública. 

La persona natural que reúna los requisitos para acceder a la pensión de vejez, o cuente 

con acto administrativo de reconocimiento de pensión de vejez o invalidez, tendrá que 

presentar el certificado que lo acredite y, además, la afiliación al sistema de salud. 

De igual forma, quienes se encuentren en condición legal de no estar obligados a realizar 

cotización de pensión tendrán que presentar el certificado que así lo acredite y, 

adicionalmente, el certificado de afiliación al sistema de salud. 

Esta misma previsión aplica para las personas naturales extranjeras con domicilio en 

Colombia las cuales deberán acreditar este requisito respecto del personal vinculado en 

Colombia. 

PROPONENTES PLURALES  

Cada uno de los integrantes del Proponente Plural debe suscribir por separado la 

declaración de la que tratan los numerales anteriores. 

SEGURIDAD SOCIAL PARA LA SUSCRIPCIÓN DEL CONTRATO  

El adjudicatario debe presentar, para la suscripción del respectivo contrato ante la 

dependencia respectiva, la declaración donde acredite el pago correspondiente al 

Sistema de Seguridad Social y Aportes Legales cuando a ello haya lugar.  

En caso de que el adjudicatario, persona natural o jurídica, no tenga o haya tenido dentro 

de los seis (6) meses anteriores a la fecha de firma del contrato personal a cargo y, por 

ende, no esté obligado a efectuar el pago de Aportes Legales y Seguridad Social debe 

indicar esta circunstancia en la mencionada certificación, bajo la gravedad del juramento. 

CAPACIDAD FINANCIERA  

Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados 

en la “Indicadores financieros y organizacionales” y bajo las condiciones señaladas en el 

numeral 3.8.1 de la invitación pública:  



 

 

Indicador Fórmula 

Liquidez 
Activo Corriente

Pasivo Corriente
 

Nivel de 
Endeudamiento 

Pasivo Total

Activo Total
 

Razón de Cobertura de 
Intereses 

Utilidad Operacional

Gastos Interes
 

 

Si el Proponente es plural cada indicador debe calcularse así:  

Indicador =
(∑ Componente 1 del indicadori) n

i=1

(∑ Componente 2 del indicadori) n
i=1

 

Donde 𝑛 es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o 

Consorcio). 

El Proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto del índice de 

liquidez.  

El Proponente que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de 

cobertura de intereses, siempre y cuando la Utilidad Operacional sea igual o mayor a 

cero (0).  

El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia 

acreditará la Capacidad Financiera de acuerdo con los indicadores señalados en la 

“Indicadores financieros y organizacionales”. El Proponente acreditará la calidad de 

Mipyme con copia del certificado del Registro Único de Proponentes (RUP), el cual 

deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación.  

APITAL DE TRABAJO 

Para el Proceso de Contratación los Proponentes deberán acreditar:  

CT = AC - PC ≥ CTd 

Donde, 

CT = Capital de trabajo 

AC = Activo corriente 

PC = Pasivo corriente 

CTd = Capital de Trabajo demandado (requerido) para el proceso que presenta 

la propuesta 

El capital de trabajo (CT) del oferente deberá ser mayor o igual al capital de trabajo 

demandado (requerido) (CTd):  



 

CT ≥ CTd 

 
Capital de trabajo demandado (requerido): 
 
Para proyectos de interventoría cuyo plazo de ejecución sea igual o superior a 12 meses 

aplicará la siguiente redacción: 

La determinación del capital de trabajo demandado (requerido), que es una medición de 

los recursos que se requieren para cubrir las necesidades contractuales equivalentes, al 

menos a 3) meses, se hará de acuerdo con la siguiente fórmula: 

𝐶𝑎𝑝𝑖𝑡𝑎𝑙 𝑑𝑒 𝑡𝑟𝑎𝑏𝑎𝑗𝑜 𝑟𝑒𝑞𝑢𝑒𝑟𝑖𝑑𝑜

= (
𝑉𝑎𝑙𝑜𝑟 𝑒𝑠𝑡𝑖𝑚𝑎𝑑𝑜 𝑑𝑒𝑙 𝑐𝑜𝑛𝑡𝑟𝑎𝑡𝑜

𝑃𝑙𝑎𝑧𝑜 𝑒𝑠𝑡𝑖𝑚𝑎𝑑𝑜 𝑑𝑒 𝑒𝑗𝑒𝑐𝑢𝑐𝑖ó𝑛 𝑒𝑛 𝑚𝑒𝑠𝑒𝑠 𝑑𝑒𝑙 𝑐𝑜𝑛𝑡𝑟𝑎𝑡𝑜 
) ∗ 3 

En ningún caso el capital de trabajo requerido excederá el valor del Presupuesto Oficial.  
 

Siendo Proponente Plural el indicador debe calcularse así: 

CTproponente plural = ∑ CTi

n

i=1

 

Donde 𝑛 es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o 
Consorcio). 

PATRIMONIO 

Para el Proceso de Contratación los Proponentes deberán acreditar:  

P = AT - PT ≥ Pd 

Donde, 

P = Patrimonio 

AT = Activo Total 

PT = Pasivo Total 

Pd = Patrimonio demandado (requerido) para el proceso que presenta la 

propuesta 

El Patrimonio (P) del oferente deberá ser mayor o igual al Patrimonio demandado 
(requerido) (Pd):  

P ≥ Pd 

Patrimonio demandado (requerido): 
 
Para proyectos de interventoría cuyo plazo de ejecución sea igual o superior a 24 meses 
aplicará la siguiente redacción: 
 



 

La determinación del Patrimonio demandado (requerido), que corresponde a una 

medición de los recursos con los cuales asegurar la continuidad del proponente en el 

tiempo en al menos (n) meses de la ejecución del contrato, se hará de acuerdo con la 

siguiente fórmula: 

 

𝑃𝑎𝑡𝑟𝑖𝑚𝑜𝑛𝑖𝑜 𝑟𝑒𝑞𝑢𝑒𝑟𝑖𝑑𝑜

= (
𝑉𝑎𝑙𝑜𝑟 𝑒𝑠𝑡𝑖𝑚𝑎𝑑𝑜 𝑑𝑒𝑙 𝑐𝑜𝑛𝑡𝑟𝑎𝑡𝑜

𝑃𝑙𝑎𝑧𝑜 𝑒𝑠𝑡𝑖𝑚𝑎𝑑𝑜 𝑑𝑒 𝑒𝑗𝑒𝑐𝑢𝑐𝑖ó𝑛 𝑒𝑛 𝑚𝑒𝑠𝑒𝑠 𝑑𝑒𝑙 𝑐𝑜𝑛𝑡𝑟𝑎𝑡𝑜 
) ∗ 𝑛 

 

 
La determinación del Patrimonio solicitado (requerido) se definirá para cada uno de los 

siguientes rangos de acuerdo con el plazo de ejecución estimado del proceso de 

selección así: 

Rango Plazo de ejecución-meses Cantidad de 
meses (n) 

1 >= 24 <= 36 6 

    

2 > 36 <= 48 9 

    

3 > 48 
 

12 

 

En ningún caso el Patrimonio requerido excederá el valor del Presupuesto Oficial.  

 

Siendo Proponente Plural el indicador debe calcularse así: 

Proponente plural = ∑ P

n

i=1

 

Donde 𝑛 es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o 

Consorcio). 

CAPACIDAD ORGANIZACIONAL  

Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados 

en la “Indicadores financieros y organizacionales”:  

 

Indicador Fórmula 

Rentabilidad sobre 
Patrimonio (ROE) 

Utilidad Operacional

Patrimonio
 



 

Indicador Fórmula 

Rentabilidad del Activo 
(ROA) 

Utilidad Operacional

Activo Total
 

 

Si el Proponente es Plural cada indicador debe calcularse así:  

 

Indicador =
(∑ Componente 1 del indicadori) n

i=1

(∑ Componente 2 del indicadori) n
i=1

 

 

Donde 𝑛 es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o 

Consorcio). 

El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia 

acreditará la Capacidad Organizacional de acuerdo con los indicadores señalados en la 

“Indicadores financieros y organizacionales”. El Proponente probará la calidad de 

Mipyme con la copia del certificado del Registro Único de Proponentes (RUP), el cual 

deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 

ACREDITACIÓN DE LA CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL 
 

PERSONAS NATURALES O JURÍDICAS NACIONALES Y EXTRANJERAS CON 
DOMICILIO O SUCURSAL EN COLOMBIA 
 
La evaluación financiera y organizacional de las propuestas se efectuará a partir de la 

información contenida en el Registro Único de Proponentes vigente y en firme al 

momento de su presentación. En tal sentido, la evaluación de la Capacidad Financiera 

se realizará de acuerdo con la información reportada en el RUP, conforme con las 

disposiciones establecidas en las Subsecciones 5 y 6, de la Sección 1, del Capítulo 1, 

del Título 1, de la Parte 2 del Decreto 1082 de 2015 o las normas que las modifiquen, 

adicionen o sustituyan, por lo cual la Entidad al momento de evaluar la oferta tomará la 

información financiera del mejor año fiscal que se refleje en el registro del Proponente y 

que esté vigente y en firme. 

Los Proponentes extranjeros sin domicilio o Sucursal en Colombia no están obligados a 

tener Registro Único de Proponentes (RUP) y por tanto la verificación de esta información 

procederá en los términos definidos en el siguiente numeral. 

PERSONAS NATURALES O JURÍDICAS EXTRANJERAS SIN DOMICILIO O 
SUCURSAL EN COLOMBIA 

 

Los Proponentes extranjeros sin domicilio o Sucursal en Colombia deberán allegar la 

siguiente información financiera de conformidad con la legislación propia del país de 

origen. Los valores deben: (i) presentarse en Pesos Colombianos; (ii) convertirse a la 

tasa de cambio de la fecha de corte de los mismos y (iii) estar avalados con la firma de 



 

quien se encuentre en obligación de hacerlo de acuerdo con la normativa del país de 

origen.  

A. El estado de situación financiera (balance general) y estado de resultado integral 
(estado de resultados), acompañados por el informe de auditoría (sí aplica de 
acuerdo con la legislación de origen) con traducción simple al español de acuerdo 
con las normas NIIF.   
 

B. Copia de la tarjeta profesional del contador público o del revisor fiscal y certificado 
de antecedentes disciplinarios vigente expedido por la Junta Central de 
Contadores de quien realiza la conversión.  
 

C. El “Formato 4 – Capacidad financiera y organizacional (Personas naturales o 
jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia)” diligenciado. En caso 
de presentarse discrepancias entre la información consignada en el “Formato 4 – 
Capacidad financiera y organizacional (Personas naturales o jurídicas extranjeras 
sin domicilio o sucursal en Colombia)” y los documentos señalados en el Literal 
A, prevalecerá la información que se encuentre en los Estados Financieros 
incluidos en la oferta. 

 

Las fechas de corte de los documentos señalados en el literal A será la correspondiente 

al mejor año fiscal del Proponente, acompañado del informe de auditoría, salvo que se 

acredite en debida forma que la legislación propia del país de origen fija una fecha de 

corte diferente a la prevista en este pliego. 

Si alguno de estos requerimientos no aplica en el país del domicilio del Proponente 

extranjero, el representante legal o el apoderado en Colombia deberán hacerlo constar 

bajo la gravedad del juramento en el “Formato 4 – Capacidad financiera y organizacional 

(Personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia)”. El 

Proponente podrá acreditar este requisito con un documento que así lo certifique emitido 

por una firma de auditoría externa. 

Si los valores de los Estados Financieros están expresados originalmente en una 

moneda diferente a Dólares de los Estados Unidos de América, estos deberán 

convertirse a Pesos Colombianos en los términos definidos en la sección 1.13. de la 

invitación pública.  

GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA PROPUESTA. 

El Proponente debe presentar con la propuesta una Garantía de seriedad de la oferta 

que cumpla con los parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 

Cualquier error o imprecisión en el texto de la Garantía presentada será susceptible de 

aclaración por el Proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación.  

Las características de la Garantía son las siguientes:  

Característica Condición 

Clase 
Contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) Patrimonio autónomo y (iii) 
Garantía Bancaria 

Asegurado/ 
beneficiario 

Región de gestión y planeación del pueblo zenú NIT. 901.081.430-9 

Amparos Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos 



 

Característica Condición 

señalados en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del proceso de contratación. 

Valor Asegurado Diez por ciento (10%) del Presupuesto Oficial del Proceso de Contratación  

Tomador  

Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o 
razón social y tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y 
Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y 
no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que 
la sociedad podrá denominarse de esa manera. 
Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos 
los integrantes del Proponente Plural, para lo cual se deberá relacionar 
claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, 
quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma. 

 

Si en el desarrollo del Proceso de Contratación se modifica el Cronograma, el Proponente 

deberá ampliar la Garantía de seriedad de la oferta hasta la aprobación de la Garantía 

de cumplimiento del contrato.  

La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la Garantía 

de seriedad de la oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal 

manera que el Proponente no podrá retirar ni modificar los términos o condiciones de la 

misma, so pena de que la Entidad pueda hacer efectiva la Garantía de seriedad de la 

oferta. 

CERTIFICACIÓN EXPEDIDA POR LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA 

REPÚBLICA. 

El proponente podrá presentar certificación expedida por la Contraloría General de la 

República, en la cual conste que el proponente y el Representante Legal de la firma o 

firmas no se encuentran reportados en el Boletín de Responsables Fiscales. En caso de 

que el proponente se presente a título de consorcio o unión temporal, se solicita cumplir 

el requisito para cada uno de sus integrantes. 

La anterior solicitud se hace a título de colaboración del oferente con la entidad, sin que 

en momento alguno su ausencia se constituya en causal de rechazo de la oferta. De no 

presentarse o de considerarlo conveniente, en cumplimiento de lo establecido por la 

Contraloría General de la República mediante la Circular No. 05 del 25 de febrero de 

2008, EL MUNICIPIO verificará que los proponentes no se encuentren reportados en el 

Boletín de Responsables Fiscales que expide la Contraloría General de la República 

OBLIGACIONES PARA CON EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL 

INTEGRAL Y APORTES PARAFISCALES. 

El proponente debe acreditar que se encuentra afiliado y a paz y salvo con el Sistema 

Integral de Seguridad Social (salud, riesgos profesionales y pensiones) y Aportes 

Parafiscales (Cajas de Compensación Familiar, Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar – ICBF y Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA) cuando a ello haya lugar, 

de conformidad con lo señalado en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002, la Ley 828 de 

2003, la Ley 1122 de 2007 y la Ley 1150 de 2007. 



 

Si es persona jurídica, tal acreditación deberá hacerse mediante una certificación 

expedida por el Revisor Fiscal, o el Representante Legal, si la persona jurídica no está 

obligada a tener Revisor Fiscal, conforme a la Ley 43 de 1990. 

Si es persona natural, el proponente deberá adjuntar una certificación en la que conste 

dicha manifestación. 

Las personas Jurídicas o Naturales que no tengan obligaciones con el sistema de 

seguridad social integral, deberán notificarlo mediante certificación juramentada por el 

representante legal y/o contador y/o revisor fiscal. En caso de que el proponente se 

presente a título de consorcio o unión temporal, cada uno de sus integrantes debe cumplir 

con este requisito según su naturaleza. En caso de no allegar el certificado exigido en el 

presente numeral, EL MUNICIPIO procederá a realizar el respectivo requerimiento, el 

cual, si no es allegado dentro del plazo establecido para tal efecto, se procederá a 

rechazar la propuesta. El juramento se entiende prestado con la suscripción del 

documento. El proponente debe acompañar este certificado con el último pago de la 

seguridad social. 

CERTIFICADO SISTEMA REGISTRO NACIONAL DE MEDIDAS 

CORRECTIVAS RNMC 

El proponente deberá aportar certificado de no estar incluido como infractor en el Sistema 

Registro Nacional de Medidas correctivas RNMC, de conformidad con lo establecido en 

el Código Nacional de Policía y Convivencia (Ley 1802 de 2016). 

La anterior solicitud se hace a título de colaboración del oferente con la entidad, sin que 

en momento alguno su ausencia se constituya en causal de rechazo de la oferta. De no 

presentarse o de considerarlo conveniente, EL MUNICIPIO verificará en cumplimiento de 

lo establecido por la Ley 1238 de 2008, los antecedentes como infractor en el Sistema 

Registro Nacional de Medidas correctivas RNMC de los proponentes. 

CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS EXPEDIDO POR LA 

PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN. 

El proponente podrá adjuntar copia del Certificado de Antecedentes Disciplinarios 

expedido por la Procuraduría General de la Nación. En caso de que el proponente se 

presente a título de consorcio o unión temporal, se solicita cumplir el requisito para cada 

uno de sus integrantes. 

La anterior solicitud se hace a título de colaboración del oferente con la entidad, sin que 

en momento alguno su ausencia se constituya en causal de rechazo de la oferta. De no 

presentarse o de considerarlo conveniente, EL MUNICIPIO verificará en cumplimiento de 

lo establecido por la Ley 1238 de 2008, los antecedentes disciplinarios de los 

proponentes. 

IDENTIFICACIÓN TRIBUTARIA. 

El oferente nacional indicará su identificación tributaria e información sobre el régimen 

de impuestos al que pertenece, para lo cual aportará con la oferta copia del Registro 

Único Tributario RUT; las personas jurídicas y/o naturales integrantes de un consorcio o 



 

unión temporal acreditarán individualmente éste requisito, cuando intervengan como 

responsables del impuesto sobre las ventas, por realizar directamente la prestación de 

servicios gravados con dicho impuesto. Lo anterior conforme el artículo 368 del Estatuto 

Tributario, en concordancia con el artículo 66 de la Ley 488 de 1998 que adicionó el 

artículo 437 del mismo Estatuto. 

 

EXPERIENCIA HABILITANTE 

CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS PRESENTADOS PARA ACREDITAR LA 
EXPERIENCIA DEL PROPONENTE 

Los contratos para acreditar la experiencia deben cumplir las siguientes características:  

A. Que hayan contenido la ejecución de: 

EXPERIENCIA GENERAL: 

Los proponentes interesados deben acreditar experiencia con hasta dos (02) contratos, 

cuyo objeto sea igual o similar al objeto del presente contrato, esto es, “INTERVENTORÍA 

TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA Y AMBIENTAL AL CONTRATO QUE TIENE 

POR OBJETO INSTALACIÓN DE ESTUFAS EFICIENTES FIJAS PARA FAMILIAS 

RURALES EN EL MUNICIPIO DE SAN ANDRÉS DE CUERQUIA”.  

Deberá acreditar los contratos con los que acredite la experiencia mediante copia de los 

contratos o contratos o actas o certificaciones de recibo a satisfacción y/o de liquidación. 

Por lo menos uno (1) de los contratos o contratos anteriores debe corresponder a un 

valor equivalente al 100% del presupuesto oficial expresado en SMLMV. 

Se deberá anexar la experiencia en el Anexo correspondiente. Los contratos o contratos 

que no se relacionen en el anexo indicado no se tendrán en cuenta, se tendrán en cuenta 

los dos primeros contratos o contratos relacionados en el anexo. 

Las certificaciones de experiencia se consideran expedidas bajo la gravedad del 

juramento. 

La RPG se reserva el derecho de verificar durante la evaluación y hasta la adjudicación 

la información aportada por el proponente y solicitar los soportes que considere 

convenientes tales como: certificaciones, copias de los contratos, actas suscritas, actas 

de liquidación o cualquier otro. 

La conversión a valor presente para toda la información presentada se debe hacer con 

el valor del salario mínimo legal mensual vigente en la fecha de terminación del contrato 

o contrato respectivo. 

En caso de presentarse propuesta en forma asociativa, bien sea, consorcio o unión 

temporal cada uno de los integrantes debe aportar experiencia y contar como mínimo 

con un porcentaje del 30% dentro de la estructura plural. 

Las propuestas que no cumplan con el requisito técnico exigido como habilitante serán 

calificadas como NO HABILITADAS. 



 

SEGUNDA ETAPA 

EVALUACIÓN TECNICA DE LAS PROPUESTAS: Solo serán objeto de 

calificación y evaluación técnica, aquellas propuestas, que hayan cumplido con todos los 

factores habilitantes contenidos en los Pliegos de Condiciones y que no hayan sido 

rechazadas o inhabilitadas. 

El comité asesor evaluador, de acuerdo con los criterios estipulados en la ley y en los 

pliegos de condiciones, efectuará los estudios del caso y el análisis comparativo para 

seleccionar la propuesta más favorable, teniendo en cuenta los factores de evaluación y 

ponderación detallados más adelante: 

La Entidad calificará las ofertas que hayan cumplido los requisitos habilitantes con los 

siguientes criterios de evaluación y puntaje: 

Concepto 
Puntaje 
máximo 

Experiencia del Proponente 47,5 

Equipo de trabajo (Personal Clave Evaluable) 30 

Factor de sostenibilidad 1 

Apoyo a la industria nacional 20 

Vinculación de personas con discapacidad 1 

Emprendimientos y empresas de mujeres 0,25 

Mipyme 0,25 

Total 100 

 

Las Entidades deben consultar y analizar las anotaciones vigentes que reposen en el 

Registro Nacional de Obras Civiles Inconclusas de que trata la Ley 2020 de 2020. En el 

evento que las personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras domiciliadas o 

con Sucursal en Colombia, o integrantes de Proponentes Plurales, cuenten con alguna 

anotación vigente de obra civil inconclusa en el mencionado registro, se descontará un 

(1) punto de la sumatoria obtenida en relación con los criterios de evaluación.  

Asimismo, las Entidades deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos (2) 

puntos a los Proponentes que se les haya impuesto una o más multas o cláusulas 

penales durante el último año, contado a partir de la fecha prevista para el cierre del 

proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias derivadas 

del incumplimiento. Esta reducción también afecta a los Consorcios y a las Uniones 

Temporales si alguno de sus integrantes se encuentra en la situación anterior.  

La reducción del puntaje antes señalada no se materializará en caso de que los actos 

administrativos que hayan impuesto las multas sean objeto de control jurisdiccional 

previstos en la Ley 1437 de 2011 o las normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan. 

Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley 2020 de 2020. 

Lo anterior, de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y las normas que 

lo modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten.  



 

EXPERENCIA DEL EQUIPO DE TRABAJO  

La experiencia del equipo de trabajo propuesto se evalúa de acuerdo con certificación 

expedida por la entidad contratante o del contratista, donde conste haberse 

desempeñado en sus respectivos cargos de acuerdo con lo solicitado en el numeral 2.15. 

de acuerdo con los requisitos de la siguiente tabla. No serán tenidos en cuenta los 

contratos aportados para el cumplimiento de requisitos habilitantes. 

CRITERIOS DE EVALUACIÓN PUNTOS 

EXPERIENCIA DEL 
DIRECTOR DE 
INTERVENTORÍA. 

El proponente que demuestre experiencia del director de 

interventoría, aportando certificación expedida por la 

entidad contratante o del contratista (en este último caso 

aportar contrato laboral y las planillas de aportes), donde 

conste haberse desempeñado como mínimo en un (1) 

contratos como director de interventoría en proyectos de 

cuyo objeto haya sido la construcción de estufas fijas, y 

cuya experiencia profesional general sea mayor o igual a 

tres (3) años contados a partir de la fecha de expedición de 

la tarjeta profesional. 
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EXPERIENCIA DEL 
RESIDENTE DE 
INTERVENTORÍA 

El proponente que demuestre experiencia del residente de 

interventoría, aportando certificación expedida por 

 la entidad contratante o del contratista (en este último 

caso aportar contrato laboral y las planillas de aportes), 

donde conste haberse desempeñado como mínimo

 en  un (1) contratos como director de 

interventoría en proyectos de cuyo objeto haya sido la 

construcción de estufas fijas ecológicas, y cuya experiencia 

profesional general sea mayor o igual a dos (2) años 

contados a partir de la fecha de expedición de la tarjeta 

profesional. 
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PUNTAJE MAXIMO POSIBLE 30 

 

FACTOR DE SOSTENIBILIDAD 

La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que se comprometa con el 

diligenciamiento del “FORMATO 8 – FACTOR DE SOSTENIBILIDAD”, a presentar sus 

entregables (comunicaciones, informes, memorias de cálculo, diseños por componentes, 

entre otros), siempre que aplique, en impresión a doble cara, asimismo utilizando papel 

que cuente con (i) el certificado en el Sello Ambiental Colombiano o (ii) reciclado o 

procedente de fuentes forestales sostenibles o naturales y estar libre de cloro elemental. 

De igual manera, y cuando el documento lo permita, se reutilizarán hojas ya usadas por 

una cara, por ejemplo, para evidencias de trabajo de campo. 

Adicionalmente, el Proponente deberá contar con una política de reciclaje y/o 

reutilización de residuos o desechos generados por el funcionamiento de la empresa u 

oficinas, para lo cual, en los informes de seguimiento establecidos por la Entidad, se 

deberá hacer alusión a los programas o estrategias de reciclaje y/o reutilización de 

residuos o desechos. 



 

Sobre este factor se exceptúan los entregables que correspondan a Medios Magnéticos 

o planos cuyo tamaño sobrepase el formato de papel “legal”. 

El supervisor verificará el cumplimiento de este criterio y, además, comprobará, para el 

inicio de la ejecución del contrato, que el futuro Contratista entregue la ficha técnica del 

papel a utilizar en los términos del numeral “9.1 Información para el control de la ejecución 

de la obra”. 

 

APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL 

Los Proponentes pueden obtener puntaje de apoyo a la industria nacional por: i) Servicios 

Nacionales o con Trato Nacional o por ii) la incorporación de componente nacional en 

servicios extranjeros. La Entidad en ningún caso otorgará simultáneamente el puntaje 

por ambos aspectos. 

Los puntajes para estimular a la industria nacional se relacionan en la siguiente tabla: 

CONCEPTOS PUNTAJE 

Promoción de Servicios Nacionales o con Trato Nacional 20 

Incorporación de componente nacional en servicios extranjeros 5 

PUNTAJE MAXIMO POSIBLE 20 

 

En los contratos que deban cumplirse en Colombia, el servicio es nacional cuando 

además de ofertarse por una persona natural colombiana o por un residente en 

Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación 

colombiana o por un Proponente Plural conformado por estos o por estos y un extranjero 

con Trato Nacional, (i) usa el o los bienes nacionales relevantes definidos por la Entidad 

Estatal para el desarrollo de la obra o (ii) vincula el porcentaje mínimo de personal 

colombiano, según corresponda. 

En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el 

extranjero y estén sometidos a la legislación colombiana, un servicio es colombiano si es 

prestado por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una 

persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o un 

proponente plural conformado por estos, sin que sea necesario el uso de bienes 

colombianos o la vinculación de personal colombiano. 

Debido a la especialidad del contrato, en este Proceso de Contratación para el 

otorgamiento de puntaje no habrá bienes nacionales relevantes y, por tanto, en todos los 

casos se otorgará el puntaje de apoyo a la industria nacional a los Proponentes que se 

comprometan a vincular durante el desarrollo del objeto contractual un porcentaje de 

empleados o contratistas por prestación de servicios colombianos, de al menos el 

[cuarenta por ciento (40%)] del personal requerido para el cumplimiento del contrato. 

La Entidad Estatal asignará cinco (5) puntos a los Proponentes extranjeros sin derecho 

a Trato Nacional o a Proponentes Plurales en los que al menos uno de sus integrantes 

sea un extranjero sin derecho a Trato Nacional, que incorporen a la ejecución del contrato 

más del noventa por ciento (90%) del personal técnico, operativo y profesional de origen 

colombiano. 



 

Por otro lado, el Proponente que ofrezca personal colombiano con títulos académicos 

otorgados en el exterior deberá acreditar la convalidación de estos títulos en Colombia 

ante el Ministerio de Educación Nacional. En este sentido, para acreditar los títulos 

académicos otorgados en el exterior se requiere presentar la Resolución expedida por el 

Ministerio de Educación Nacional que convalida el título obtenido en el exterior. 

 

VINCULACIÓN DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

La entidad asignará un (1) punto al proponente que acredite el número mínimo de 

personas con discapacidad de acuerdo con el número total de trabajadores de la planta 

de su personal en los términos señalados en el artículo 2.2.1.2.4.2.6. del Decreto 1082 

de 2015 (adicionado por el Decreto 392 de 2018). 

Para esto debe presentar: i) formato suscrito por la persona natural, el representante 

legal o el revisor fiscal, según corresponda en el cual certifique el número total de 

trabajadores vinculados a la planta de personal del proponente o sus integrantes a la 

fecha de cierre del proceso de selección, ii) acreditar el número mínimo de personas con 

discapacidad en su planta de personal, de conformidad con lo señalado en el certificado 

expedido por el Ministerio de Trabajo, el cual deberá estar vigente a la fecha de cierre 

del proceso de selección. 

El Formato 7, en el caso de los proponentes plurales, debe suscribirse por la persona 

natural o el representante legal de la persona jurídica que aporte como mínimo el 

cuarenta por ciento (40%) de la experiencia requerida para el proceso de contratación. 

EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES 

La Entidad asignará un puntaje de cero puntos veinticinco (0.25) puntos al Proponente 

que acredite la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en el 

territorio nacional de conformidad con lo previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.14 del Decreto 

1082 de 2015 o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 

Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el “FORMATO 11 – 

ACREDITACIÓN DE EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES” y aportar la 

documentación requerida. Si el Proponente debió subsanar la entrega de dicho formato 

y/o los documentos exigidos para probar esta condición será válido para el criterio 

diferencial en cuanto al requisito habilitante relacionado con el número de contratos 

aportados para demostrar la experiencia solicitada. Sin embargo, no se tendrán en 

cuenta para la asignación de puntaje, por lo que obtendrá cero (0) puntos por este factor 

de evaluación. 

Tratándose de Proponentes Plurales, este puntaje solo se otorgará si por lo menos uno 

de los integrantes acredita la calidad de emprendimientos y empresas de mujeres y tiene 

una participación igual o superior al diez por ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión 

Temporal. 

La asignación de este puntaje no excluye la aplicación del puntaje para Mipyme. 

MIPYME DOMICILIADA EN COLOMBIA 



 

La Entidad otorgará un puntaje de cero puntos veinticinco (0.25) puntos al Proponente 

que acredite la calidad de Mipyme domiciliada en Colombia, de conformidad con el 

artículo 2.2.1.2.4.2.4 del Decreto 1082 de 2015, en concordancia con el parágrafo del 

artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 de 2015, o la norma que lo modifique, 

complemente o sustituya. 

Para que el Proponente obtenga este puntaje debe diligenciar el “FORMATO 12 – 

ACREDITACIÓN MIPYME” y aportar la documentación requerida. Si el Proponente debió 

subsanar la entrega de dicho formato y/o los documentos exigidos para probar esta 

condición será válido para el criterio diferencial en cuanto al requisito habilitante 

relacionado con el número de contratos aportados para demostrar la experiencia 

solicitada. Sin embargo, no se tendrán en cuenta para la asignación de puntaje, por lo 

que obtendrá cero (0) puntos por este factor de evaluación. 

Tratándose de Proponentes Plurales este puntaje se otorgará si por lo menos uno (1) de 

los integrantes acredita la calidad de Mipyme y tiene una participación igual o superior al 

diez por ciento (10 %) en el Consorcio o en la Unión Temporal. 

 

CRITERIOS DE DESEMPATE 

Los criterios de desempate que se aplicarán en caso de que dos o más oferentes resulten 

con el mismo puntaje después de llevarse a cabo la evaluación de las ofertas. Estos 

criterios se definirán según el objeto a contratar y la naturaleza del contrato a suscribir, 

así, en algunos casos se podrá privilegiar unos factores de evaluación sobre otros. 

En estos casos se dará aplicación al criterio establecido en el artículo 24 de la Ley 361 

de 1997 sobre la integración laboral de las personas con condiciones de discapacidad. 

Si a pesar de la aplicación de los criterios de desempate, los oferentes continúan 

presentando igualdad en el puntaje, se utilizará el sistema de sorteo, cuyo procedimiento 

será descrito en las Condiciones Generales de Contratación. 

De persistir el empate, se desempatará por medio de sorteo. (Balotas) 

CAUSALES DE RECHAZO DE LA OFERTA 

REGIÓN DE PLANEACIÓN Y GESTIÓN DEL PUEBLO ZENÚ rechazará las Ofertas 

presentadas por los Oferentes que: 

• No cumplan con los requisitos jurídicos y técnicos. 

• Cuando la propuesta supere el valor del presupuesto oficial 

• En caso de no allegarse la póliza de seriedad de la oferta. 

• Cuando el proponente no se encuentre registrado en el Registro único de 

proveedores de la empresa. 

• Cuando se modifiquen las especificaciones técnicas contenidas dentro del 

presupuesto. 

• Cuando llamado a subsanar no subsane o subsanando no se cumpla con alguno 

de los requisitos. 



 

• Cuando REGIÓN DE PLANEACIÓN Y GESTIÓN DEL PUEBLO ZENÚ. considere 

que la oferta económica presentada es artificialmente baja, y su aclaración no 

satisfaga a la entidad. 

• Si durante la evaluación de las propuestas, se encuentra contradicción entre los 

documentos aportados en la propuesta o entre ésta y lo confrontado con la 

realidad, o cuando la propuesta viole alguna norma general o especial acorde con 

el objeto contractual. 

• Si durante la evaluación de las propuestas, se encuentra contradicción entre los 

documentos aportados en la propuesta o entre ésta y lo confrontado con la 

realidad, o cuando la propuesta viole alguna norma general o especial acorde con 

el objeto contractual. 

• Quienes se encuentren incursos en inhabilidades o incompatibilidades 

establecidas en la normativa vigente. 

• Cuando se entreguen propuestas parciales y/o alternativas. 

• Cuando la propuesta modifique condiciones técnicas de las fichas, o condiciones, 

obligaciones, actividades y cantidades del objeto contractual. 

• Cuando en la propuesta económica no se coticen la totalidad de los ítems 

• Cuando se presenten varias ofertas por el mismo oferente y se configure 

cualquiera de las siguientes hipótesis: con el mismo nombre; con nombres 

diferentes; de forma simultánea como persona natural o jurídica y representante 

legal de una persona jurídica, de forma simultánea como persona natural o 

jurídica e integrante de un Consorcio o Unión Temporal, de forma simultánea 

como persona natural o jurídica y representante de un Consorcio o Unión 

Temporal. Cuando varias personas jurídicas tengan el mismo representante legal, 

o socios comunes, solo podrá presentarse a la selección una de ellas. 

• Quien entregue la propuesta en un lugar diferente y que por esta causa no llegue 

• Cuando se presenten dentro de la propuesta, documentos que contengan datos 

inexactos, tachaduras, borrones o enmendaduras que den lugar a diferentes 

interpretaciones o que induzcan a error, siempre y cuando tales documentos 

aludan a factores de selección o sean necesarios para la comparación de las 

ofertas. 

 

LAS GARANTÍAS QUE LA ENTIDAD ESTATAL CONTEMPLA EXIGIR EN EL 

PROCESO DE CONTRATACIÓN. 

GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA  

El Proponente debe presentar con la propuesta una Garantía de seriedad de la oferta 

que cumpla con los parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 

Cualquier error o imprecisión en el texto de la Garantía presentada será susceptible de 

aclaración por el Proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación.  

Las características de la Garantía son las siguientes:  

 

Característica Condición 

Clase 
Contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) Patrimonio autónomo y (iii) 
Garantía Bancaria 

Asegurado/ Región de gestión y planeación del pueblo zenú NIT. 901.081.430-9 



 

Característica Condición 

beneficiario 

Amparos 
Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos 
señalados en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del proceso de contratación. 

Valor Asegurado Diez por ciento (10%) del Presupuesto Oficial del Proceso de Contratación  

Tomador  

Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o 
razón social y tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y 
Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y 
no sólo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que 
la sociedad podrá denominarse de esa manera. 
Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos 
los integrantes del Proponente Plural, para lo cual se deberá relacionar 
claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, 
quienes para todos los efectos serán los otorgantes de la misma. 

 

Si en el desarrollo del Proceso de Contratación se modifica el Cronograma, el Proponente 

deberá ampliar la Garantía de seriedad de la oferta hasta la aprobación de la Garantía 

de cumplimiento del contrato.  

La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la Garantía 

de seriedad de la oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal 

manera que el Proponente no podrá retirar ni modificar los términos o condiciones de la 

misma, so pena de que la Entidad pueda hacer efectiva la Garantía de seriedad de la 

oferta. 

GARANTÍAS DEL CONTRATO  
 

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO 

Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el Interventor deberá 

presentar la Garantía de cumplimiento en original a la Entidad dentro de los tres (3) días 

hábiles siguientes contados a partir de la firma del contrato y requerirá la aprobación de 

la Entidad. Esta Garantía tendrá las siguientes características: 

 

CARACTERÍSTICA CONDICIÓN 

CLASE Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del 
Decreto 1082 de 2015, a saber: (i) Contrato de seguro contenido en 
una póliza, (ii) Patrimonio autónomo y (iii) Garantía Bancaria 

ASEGURADO/ 

BENEFICIARIO 

Región de gestión y planeación del pueblo zenú NIT. 901.081.430-9 

AMPAROS, VIGENCIA Y 

VALORES 

ASEGURADOS 

AMPAROS VIGENCIAS VALOR 

ASEGURADO 

Cumplimiento general 

del contrato y el pago de 

las multas y la cláusula 

penal pecuniaria que se 

le impongan 

Hasta la liquidación 

del contrato 
Diez por ciento 

(10%) del valor 

del Contrato 



 

Pago de salarios, 

prestaciones sociales 

legales e 

indemnizaciones 

laborales del personal 

que el Contratista haya 

de utilizar en el territorio 

nacional para la 

ejecución del contrato 

Plazo del contrato y 

tres (3) años más 
diez por ciento 

(10%) del valor 

total del 

respectivo 

contrato de obra. 

Calidad del Servicio por 

los perjuicios derivados 

de la deficiente calidad 

del servicio prestado. 

Vigencia de este 

amparo debe ser 

igual al plazo de 

garantía de 

estabilidad del 

contrato principal en 

cumplimiento del 

parágrafo del artículo 

85 de la Ley 1474 de 

2011 

Diez por ciento 

(10%) del valor 

final de las obras 

TOMADOR Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el 

nombre o razón social y tipo societario que figura en el Certificado 

de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de 

Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que en el 

referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse 

de esa manera. 

No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de 

alguno de los integrantes del consorcio. Cuando el contratista sea 

una Unión Temporal o Consorcio, se debe incluir razón social, NIT y 

porcentaje de participación de cada uno de los integrantes. 

Para el Contratista conformado por una estructura plural (unión 

temporal, consorcio): la garantía deberá ser otorgada por todos los 

integrantes del Contratista, para lo cual se deberá relacionar 

claramente los integrantes, su identificación y porcentaje de 

participación, quienes para todos los efectos serán los otorgantes de 

la misma. 

INFORMACIÓN 

NECESARIA DENTRO 

DE LA PÓLIZA. 

• Número y año del contrato 

• Objeto del contrato 

• Firma del representante legal del Contratista 

• En caso de no usar centavos, los valores deben 

aproximarse al mayor Ej. Cumplimiento si el valor a asegurar 

es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421. 

 

El Interventor está obligado a restablecer el valor de la Garantía cuando esta se vea 

reducida por razón de las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como a ampliar las 

Garantías en los eventos de adición, suspensión y/o prórroga del contrato. El no 

restablecimiento de la Garantía por parte del Interventor o su no adición o prórroga, según 



 

el caso, constituye causal de incumplimiento del contrato y se iniciarán los procesos 

sancionatorios a que haya lugar. 

El contratista deberá anexar el comprobante de pago de la garantía seriedad de la oferta. 

Parágrafo: Garantía de calidad del servicio: El contratista será responsable por los 

perjuicios causados a la entidad contratante que se produzcan con posterioridad a la 

terminación del contrato, y que se compruebe tienen su causa en una de dos hipótesis 

(i) mala calidad o precariedad de los productos entregados como resultado de la 

celebración de un contrato estatal y (ii) mala calidad del servicio prestado, siempre y 

cuando se acredite que éstos son imputables al contratista. 

 

 

Dado en Montería a los 30 días del mes de octubre de 2021 

 

 

ORIGINAL FIRMADO 

 

 

 

 

JANUARIO HAMEL HERNANDEZ CASSAB 

Subsecretario de Planeación, Gestión y 
Ejecución de la RPG- Pueblo Zenú  

 

 


